Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, continúa la sesión. 
(Es la hora 17 y 2 minutos) 


La Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a los 
representantes del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, Inciso 14, para 
referirse a la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal. 


SEÑOR MINISTRO.- Señora Presidenta: hemos organizado nuestra intervención tratando de 
diferenciar los aspectos que tienen que ver con la Rendición de Cuentas propiamente dicha y el ajuste 
presupuestal, haciendo referencia a aquellos aspectos que forman parte de los objetivos estratégicos 
de nuestro Ministerio, así como a aquellos que hacen a lo que podríamos llamar el funcionamiento 
cotidiano de nuestra Cartera. 


Durante el año 2006, las grandes líneas estratégicas del Ministerio estuvieron dirigidas a 
cinco aspectos que me gustaría reseñar para después comentar en el mismo orden. 


Uno es la reestructuración de las políticas y el sistema público habitacional. Otro aspecto es 
la elaboración del proyecto de ley de ordenamiento y desarrollo territorial sostenible, ya presentado al 
Parlamento y que se está procesando en la Comisión respectiva del Senado. Un tercer aspecto es el 
fortalecimiento de la planificación, gestión y control ambiental. Un cuarto aspecto tiene que ver con la 
implementación del mandato constitucional establecido en el artículo 47, en referencia al suministro de 
agua potable y saneamiento. Finalmente, un quinto elemento se refiere a la mejora de la gestión 
interna del Ministerio. 


De manera que, siguiendo estos lineamientos, me gustaría comenzar por la reestructuración 
de las políticas y el sistema que denominamos “sistema público habitacional”. Como ya hemos 
expresado, nuestro país se encuentra desde hace tiempo atravesando una profunda crisis habitacional, 
tanto en lo relativo al acceso como a la permanencia en las viviendas, que no sólo es consecuencia del 
colapso del año 2002, sino también de elementos estructurales. 


A continuación, si a la señora Presidenta le parece, señalaremos algunos de ellos. La Ley de 
Vivienda de 1968, que fue un modelo tanto a nivel nacional como internacional, seguramente se ideó 
para un país con bajos niveles de desocupación estructural y altos índices de formalidad en el trabajo; 
su financiación se basa en imposiciones al trabajo. Ciertamente, las políticas posteriores impactaron de 
una manera fuerte en los recursos del denominado Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización. El 
esfuerzo propio y el ahorro sin duda se vieron condicionados tanto por el multiempleo y los cambios en 
la composición de las familias, como por la baja de los niveles salariales y las sucesivas crisis. Otro 
elemento lo constituye la ausencia de líneas de crédito hipotecario que permitan acceder a una 
vivienda digna con pagos de tasas a largo plazo y con un interés razonable. Basta señalar el caso del 
Banco Hipotecario del Uruguay que desde el año 2002 no otorga créditos y una banca privada que 
recién desde hace pocos meses comienza a incursionar en el mercado hipotecario dirigido a las 
familias con mayores ingresos, que representan algo así como el 10%. 


Sin perjuicio de que al momento de asumir esta Administración continuamos construyendo 
viviendas en base a los contratos y compromisos vigentes, durante el año 2006 la Dirección Nacional 
de Vivienda -DINAVI- dedicó buena parte de sus esfuerzos a diseñar las bases de los nuevos 
productos y modalidades de acceso a esas mismas unidades de vivienda. Prueba de esto son los 
llamados a licitación que se vienen tramitando para la construcción de 2.420 unidades de vivienda 
para activos y pasivos de todo el país. Al mismo tiempo, hemos enfrentado el problema del crédito 
hipotecario impulsando nuevas normas legales para el Banco Hipotecario del Uruguay que esperamos 
le permitan salir definitivamente de una crisis casi terminal. Simultáneamente, nuestro Ministerio ha 
investigado y diseñado una política dirigida a mejorar las condiciones del crédito hipotecario del Banco 
Hipotecario del Uruguay y de la banca privada para las familias uruguayas, estableciendo subsidios a 


las familias para el pago de las cuotas hipotecarias, el seguro hipotecario y nuevas normas de 
ejecución de los créditos hipotecarios. Justamente, con la reciente creación de la Agencia Nacional de 
Vivienda, las políticas públicas podrán contar con un nuevo instrumento que comenzará a participar 
como un actor relevante en el campo de la vivienda que genéricamente denominamos de interés 
social. Esta Agencia actuará no sólo como ejecutor de los programas que defina el Ministerio, sino 
también como coejecutor de los planes departamentales de vivienda y articulador de la cooperación 
público-privada, elemento esencial para dinamizar todas las políticas públicas de vivienda. 


Además, los cambios estratégicos no son sólo para atender el acceso a la vivienda de las 
familias que no la poseen, sino también para atender las situaciones problemáticas generadas por la 
aplicación de las políticas anteriores. Queremos subrayar especialmente el convenio que hemos 
suscrito con FECOVI -Federación de Cooperativas de Vivienda, que sabemos que actúa a través de un 
sistema de crédito y de ahorro previo- dirigido a mejorar las condiciones en que habrán de realizarse 
los pagos de las cuotas de aquellos que accedieron hace años a sus unidades de vivienda. 


Del mismo modo que subrayamos este convenio, debemos reconocer que, salvo 
excepciones, no ha sido posible hasta el momento acordar un sistema similar con las cooperativas 
llamadas de ayuda mutua. 


Al igual que en la pasada Rendición de Cuentas, se estableció un mecanismo dirigido a 
fomentar la solidaridad entre uruguayos y la sustentabilidad del sistema público. Incluso, se convino 
con el Ministerio de Economía y Finanzas la aceptación de una serie de condiciones. Las 
recaudaciones por los pagos de cuotas de préstamos otorgados -obviamente, se trata de los créditos 
con los subsidios correspondientes que toda la sociedad decide otorgar a todos los que, por sus 
condiciones sociales, merecen ese apoyo- por el Fondo Nacional de Vivienda a las cooperativas de 
ayuda mutua se aplican integramente a financiar nuevos emprendimientos. Justamente, en esta 
Rendición de Cuentas se crea un fondo solidario para las cooperativas de vivienda de ahorro previo. 
Insisto en que el criterio es que todo lo que pueda recaudarse como amortización por los créditos 
otorgados a las familias que se han beneficiado a través de las cooperativas de ayuda mutua, no irá a 
Rentas Generales sino que pasará a integrar un fondo solidario que permitirá que otros uruguayos que 
todavía no han llegado a obtener ese apoyo público, puedan lograr su vivienda -si es su deseo trabajar 
en este sistema de ayuda mutua- en el menor plazo posible, independientemente de lo que se asigne 
en los créditos presupuestales para la firma de conjuntos cooperativos. Cabe destacar que nuestro 
Ministerio ya ha firmado un número importante de conjuntos cooperativos. 


En este marco general, no podemos dejar de referirnos a algunos aspectos presupuestales 
del sistema habitacional. En el Presupuesto Quinquenal se establecieron los créditos presupuestales 
para el área en base a tres criterios. El primero de ellos es que los créditos asignados al Ministerio con 
cargo a la recaudación del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización alcanzarían el 82% en el año 
2006, el 87% en el 2007 y el 97% en los dos años restantes. 


Un segundo aspecto es que se establecería una partida de $ 118:935.000 
anuales con destino específico a subsidiar a las familias con préstamos ya otorgados, como forma de 
pago de atrasos en períodos anteriores en lo que tiene que ver con la liberación de los fondos 
recaudados. 


Un tercer punto es que se autorizarían 277 millones de endeudamiento externo con destino 
al PIAl -Programa de Integración de Asentamientos Irregulares- de forma tal que los gastos en el sector 
vivienda superaran, cada año, lo recaudado por el propio Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización. 
De esta manera se aseguraba que la inversión en vivienda con cargo al Presupuesto Nacional 
alcanzaría, con relación a la recaudación del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, el 107% en 
el 2006, el 116% en el 2007, el 121% en el 2008 y el 104% en el 2009. 


En esta Rendición de Cuentas la inversión en vivienda con cargo al Presupuesto Nacional se 
incrementa -de la recaudación del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización- en el año 2007, al 
122%, al 121% en el 2008 y al 126% en el 2009. Esto es lo que está previsto en la Rendición de 
Cuentas. 


De modo alguno estos recursos son suficientes, y es importante consignarlo. Si no se 
superan las restricciones para acceder al crédito que hoy día tienen las familias uruguayas, en la 
medida en que no mejoren aún más los salarios de los trabajadores y descienda la desocupación, los 
recursos públicos, sin duda, seguirán siendo insuficientes. 


En el año 2006 la ejecución de gasto en vivienda, en términos nominales, fue un 85% 
superior a la del año 2004, y un 35% superior en términos reales. Debemos reconocer que esto para 
nosotros es una satisfacción. 


En forma puntual conviene informar varios aspectos. En primer lugar, se dio inicio a los 
procesos licitatorios para la construcción de 2.420 viviendas en los próximos 30 meses; esto es lo que 
tenemos planificado. 


Otro aspecto a resaltar es que se extendieron a varios departamentos, en base a la 
experiencia con la Intendencia de Montevideo, los programas de fondos rotarios para mejora de 
viviendas construidas. 


Por otra parte, se puso en funcionamiento un sistema de garantía de alquileres, al cual se 
puede acceder para el arrendamiento de viviendas en el área metropolitana. Obviamente, estamos 
pensando en las familias o en las personas que no son funcionarios públicos, porque éstos ya tienen 
resuelto este tema a través de la Contaduría General de la Nación. A tal punto se ha demostrado un 
fuerte interés por parte de la población, que en estos días nos hemos visto desbordados por la 
afluencia de personas que están interesadas en obtener esas garantías de alquiler, de manera de 
poder acceder a una opción de una vivienda de acuerdo con los ingresos que poseen. 


Otro punto a señalar es que con financiación del Fondo Nacional de Vivienda, y por intermedio 
del Banco Hipotecario del Uruguay, se puso en marcha una primera etapa de un programa de 
préstamos de entre 200 y 1.000 Unidades Reajustables, a plazos y tasas convenientes, dirigido a 
familias con ingresos inferiores a las 75 Unidades Reajustables. El año 2006 finalizó con la entrega de 
4.250 viviendas y actualmente tenemos en todo el país más de 6.000 unidades de vivienda en proceso 
de construcción. Para ser precisos, por lo menos con los datos que tenemos hasta el momento, son 
6.039 las viviendas en proceso de construcción. Sin embargo, debemos aclarar que, a la fecha, de este 
total de viviendas en construcción, todavía existen 598 que, por distintos motivos, tienen sus obras 
detenidas. 


Otro punto a señalar es que durante el año 2006 se tomaron las previsiones para comenzar 
con la construcción de 660 unidades de viviendas cooperativas, 200 para pasivos del Banco de 
Previsión Social, 148 núcleos básicos evolutivos mejorados y 540 viviendas en convenio con las 
Intendencias. 


Por otro lado, se regularizó la situación dominial -esto es importantísimo- en lo que constituía 
una demanda muy lógica de muchísimas familias uruguayas que estaban reclamando la obtención de 
las documentaciones respectivas para sentirse plenamente propietarias de sus unidades. Las demoras 
que hay al respecto son muy importantes y creo que es muy razonable que la gente plantee estas 
demandas, sobre todo gente mayor que obtuvo los créditos y que está pensando en el futuro de sus 
hijos o de sus nietos. De esta forma se sienten más seguros de que sus bienes les pertenecen de 
pleno derecho. Al respecto, vale la pena consignar que se regularizó la situación dominial de 140 
unidades dentro del conjunto denominado PPT, que fueron financiadas por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que están habitadas desde hace 10 años y que nunca 
fueron escrituradas ni se había reclamado pago alguno a sus ocupantes. Además, se encuentra en 
marcha la escrituración de otros dos conjuntos y se procesaron 529 expedientes para la entrega de 
títulos. Por otra parte, en los próximos días creo que estaremos entregando alrededor de 800 nuevos 
títulos en varios departamentos del país. La cifra es bastante significativa, pero lo son mucho más los 
casos que no están siendo otorgados, y creo que es una gran responsabilidad pública que queremos 
asumir colectivamente quienes estamos actuando en esta Cartera. Sobre este tema, creo que hay 
unánime convencimiento que se debe tratar de procesar en el menor tiempo posible. 


Otro aspecto a tener en cuenta es que un equipo interdisciplinario, que confeccionará una 
cartera de tierras de propiedad pública aptas para la vivienda, estará funcionando a la brevedad. Por 
otro lado, se firmó un convenio con la Universidad de la República para poner en funcionamiento lo que 
denominamos "el observatorio del hábitat", sobre lo cual ya se obtuvieron los primeros avances. 


Un programa también a resaltar, ya que viene operando desde hace años, es el denominado 
Programa Credimat, que en los años 2005 y 2006 otorgó un total de 7.174 créditos. Nos estamos 
refiriendo a créditos y montos relativamente acotados, para familias de medianos o pequeños recursos, 
lo que ha facilitado la posibilidad de que mucha gente pueda mejorar las condiciones de su vivienda en 
distintos aspectos. Creo que es un programa que tiene buenas perspectivas de continuar, a través de 
un fondo rotatorio -que se ha conseguido, desde el inicio, gracias al apoyo de un banco alemán- y que 
se está procesando en forma dinámica y sostenida. 


Otro tema a señalar es que se habilitó un sistema que permite al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente efectuar el arrendamiento de viviendas para uso de pasivos 
del Banco de Previsión Social. Habitualmente, se otorga el usufructo, mientras vivan, a aquellos 
pasivos, jubilados y pensionistas que perciben menos de 12 Unidades Reajustables. Entonces, de 
acuerdo con una escala de selección que hacen las autoridades del Banco, se les otorgan estas 
viviendas con un criterio objetivo, en el que se toman en cuenta una cantidad de parámetros, tales 
como la edad, la situación familiar o las dificultades de salud que tengan. En algunos casos, no es 
factible construir viviendas en una pequeña localidad en donde, de pronto, hay que atender solamente 
dos o tres programas. En ese caso, de común acuerdo con el Banco de Previsión Social, se ha optado 
por la posibilidad de arrendamiento, y no solamente para aquellas personas que ya les corresponde, de 
acuerdo con los parámetros confeccionados por ese Banco, sino también para aquellas familias de 
jubilados y pensionistas -que están en estas condiciones y arrendaban una vivienda- que viven un 
proceso de desalojo o están siendo expulsados de las viviendas que habitan. Por lo tanto, como decía, 
de común acuerdo con el Banco se ha decidido apoyarlas a través del arrendamiento, para que esas 
familias no queden en una situación comprometida. En muchos de estos casos nos estamos refiriendo 
a familias que viven en el interior del país donde, por la cantidad de unidades, no se justificaría hacer 
un programa a través de licitaciones, con las demoras que eso conlleva. 


Otro aspecto a tener en cuenta es la decisión de mejorar, con fondos públicos, hogares que 
trabajan para atender a familias, a personas de tercera edad, como contrapartida de los beneficios que 
podríamos otorgar a fin de mejorar sus condiciones, para que sean apropiados para este tipo de 
situaciones a ser atendidas por el Banco de Previsión Social. Es decir que una vez que esos hogares 
reciben esos fondos públicos, pagan con cupos cama para pasivos que requieran una solución 
habitacional de este tipo, en particular para aquellas personas que no se valen por sí mismas. Creo 
que es algo humano y socialmente muy atendible. 


Finalmente, también quisiera señalar que se han firmado decenas de convenios con 
gobiernos departamentales y otras instituciones. 


Otro capítulo especial lo constituye el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares 
que, a partir de enero de 2006, comenzó a formar parte de este Ministerio. Durante el año 2006, el 
Programa integró cerca de 8.000 hogares -concretamente 7.967 hogares- superando en un 39,4% la 
meta planteada en el contrato original, que procuraba atender a 10.000 hogares en todo el período. De 
esta forma se alcanzó una cifra cercana a los 14.000 hogares -13.942, más precisamente- faltando tres 
años para que finalice la presente Administración, con lo que ya se superó el objetivo previsto. 


Creo que también convendría destacar, señora Presidenta, que se culminaron las obras en 
ocho barrios, con 1.924 hogares. En este momento se encuentran en ejecución obras en ocho barrios 
más, con cerca de 1.500 hogares, y se han firmado los contratos para la realización de obras durante 
los años 2007 y 2008 en nueve barrios complementarios, con un total de 1.869 hogares. Se trata de 
veinte barrios que totalizan 2.498 hogares; siempre estamos hablando de unidades que se encuentran 
en etapa de proyecto y están en trámite las licitaciones correspondientes a la selección de equipos de 
asistencia técnica para otros nueve barrios. Además, se han construido 58 viviendas para atender 
realojos y 67 se encuentran en ejecución. 


Recordemos que estos Programas de Integración no necesariamente significan la 
construcción de nuevos hogares para la totalidad de sus habitantes, sino la mejora sustantiva de 
ciertas condiciones que los hacen mínimamente aceptables para que, desde el punto de vista 
ambiental y territorial, los barrios traten de funcionar francamente mejor de lo que lo están haciendo 
hasta el presente. 


De todas maneras, estamos lejos -vamos a reconocerlo- y creo que es un desafío social de 
todo el Uruguay atender en el menor plazo posible, con justicia social, a muchos de nuestros 
compatriotas que desgraciadamente se han visto impulsados en estos últimos años, por variadas 
situaciones, a cometer irregularidades en cuanto a su localización. Creo que la mejora desde el punto 
de vista social es imprescindible y, desde luego, también lo es todo lo relacionado con la mejora en 
cuanto a la estructura vial, la iluminación, el acceso al agua potable, etcétera. Además, la idea es, 
dentro de los parámetros factibles, buscar no solamente las soluciones de evacuación de las aguas 
pluviales, sino también un mejoramiento sustantivo -que es clave, obviamente, por las condiciones 
higiénicas y sanitarias- a través de los trazados de una red que permita un tratamiento de los efluentes, 
de las aguas servidas, dentro de las mejores posibilidades que las situaciones concretas permiten. 


El saldo de inversión del contrato de préstamo con el BID respecto a este programa del PIAI, 
con un plazo de ejecución hasta el 31 de diciembre del año 2008, es de US$ 31:530.000. Hoy 
podemos comunicar que estamos en un avanzado proceso de diseño y concreción de un nuevo 
proyecto con financiamiento parcial del Banco Interamericano de Desarrollo, con un horizonte de 
quince años, de unos US$ 225:000.000, cifra acorde con el relevamiento solicitado al Instituto Nacional 
de Estadística, que -recordemos, señores Senadores- identificó 676 asentamientos en todo el país, en 
los cuales se encuentran 51.000 hogares, aproximadamente, con una población de unas 196.000 
personas. La mayor concentración de asentamientos, obviamente, se sitúa en los departamentos de 
Montevideo y Canelones, en el área metropolitana. También se encuentran, sin embargo, 
asentamientos -algunos de ellos en situaciones muy críticas- en otros departamentos del interior del 
país. En algunos casos, inclusive, nos sorprenden las situaciones, sobre todo por la proporción de la 
población de estos asentamientos con respecto al total de algunos departamentos y ciudades, 
particularmente algunas capitales; creo que el caso de Mercedes es muy sintomático en este sentido. 
Felizmente, ya se está procesando una inversión muy significativa, con realojamientos bastante 
importantes y, desde luego, con las mejoras correspondientes a las que el PIAl nos tiene 
acostumbrados. En concreto, en el área metropolitana existen 412 asentamientos en Montevideo y 95 
en Canelones. Los primeros desembolsos del programa se producirán en el segundo semestre del año 
2008. 


En la Rendición de Cuentas se establecen partidas de $ 105:000.000 para el programa a los 
efectos de permitir el inicio en el año 2008 -adelantando los gastos previstos en el Presupuesto 
Quinquenal- y de US$ 15:000.000 en el año 2009, de forma de asegurar, desde ya, la continuidad del 
programa. 


Otro capítulo importante de la actuación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente es el desarrollo de MEVIR, y aquí también conviene que nos detengamos. Voy a tratar 
de ahorrar a los señores Senadores una excesiva cantidad de cifras, pero creo que es importante 
señalar algunos puntos que me parecen muy significativos. A partir de la asunción del nuevo Gobierno, 
MEVIR se ha integrado plenamente a las políticas ministeriales. En los dos últimos años, los esfuerzos 
de MEVIR han estado pautados estratégicamente por dos elementos básicos: concatenar los esfuerzos 
de MEVIR, respetando sus particularidades, con las políticas generales de vivienda establecidas en el 
plan quinquenal, e incrementar las acciones dirigidas al apoyo del mejoramiento de la vivienda y de sus 
unidades productivas a muchas familias afincadas en el medio rural. Estamos hablando de la 
tradicional forma en que MEVIR fue construyendo -vamos a decir la verdad- esa extraordinaria 
experiencia. Nos aproximamos -aquí están presentes, justamente, algunos de los principales 
colaboradores y, particularmente, quien ahora está presidiendo la Comisión Honoraria, el arquitecto 
Beltrame- a la unidad número 21.000, en un esfuerzo de 40 años excelente, interesantísimo, muy 
validable y validado por la ciudadanía, fundamentalmente por la gente del interior -claro- que fue su 
directa beneficiaria. 


Pero además de eso me refiero, concretamente, a las unidades productivas, porque tienden a 
afincar al pequeño y al mediano productor rural -cuya cantidad tanto ha disminuido en números 


absolutos y relativos en el territorio nacional- en el medio, dándole condiciones mínimamente 
aceptables para la convivencia con sus familias y la posibilidad de que, con su extraordinario esfuerzo 
y su experiencia, pueda tener los incentivos que le permitan vivir con la dignidad que merece 
cualquiera de nuestros compatriotas. 


Por ejemplo, había gente que no tenía -y seguramente, todavía debe haber personas que no 
disponen de ella- agua potable. El hecho de que se les brinde la posibilidad de un crédito como para 
que puedan realizar un pozo, que no está al alcance de determinadas familias, es extraordinario, así 
como también lo es que puedan disponer de galpones para el acopio de determinados materiales o de 
alguna maquinaria. También me refiero a que puedan contar con una pequeña sala de ordeñe con el 
equipo de frío que, individualmente, sería muy difícil que lo pudieran pagar los productores pequeños. 


Otro ejemplo que queremos dar es el siguiente. Hace poco tiempo estuvimos con un productor 
que está en la actividad apiaria y constatamos que todo esto ha permitido que ese productor no 
solamente pudiera afirmar sus ingresos gracias a un esfuerzo familiar, sino que además esté 
contribuyendo notoriamente a la exportación y a la riqueza del país. 


Creo que no tenemos por qué insistir más al respecto, pero me parece que estas soluciones 
de vivienda y de unidades productivas son realmente interesantes. Cabe señalar que todas las 
unidades creadas por MEVIR han sido posibles gracias al aporte de las distintas fuentes de 
financiación que tiene y, además, con las transferencias de recursos que hacemos desde nuestro 
Ministerio y con el apoyo de la propia gente que participa en la elaboración de sus unidades y de sus 
construcciones complementarias. 


Entonces, se pasó de un porcentaje de alrededor de 30% de las unidades de vivienda 
creadas, a unidades productivas que están alcanzando cerca del 50% de lo que se está produciendo a 
través de este programa. 


También señalemos que durante el año 2006 se entregaron 467 nuevas viviendas a lo largo 
de todo el territorio nacional y se terminaron, además, 295 unidades productivas, arrojando un total de 
762. 


Al inicio de este período de Gobierno, como dije, las intervenciones en unidades productivas 
eran tres de cada diez, mientras que ahora se están aproximando a ser cinco de cada diez, es decir, el 
50% de esas intervenciones. 


Además, durante el año 2006 se ha definido el comienzo de actuaciones en más de 30 
localidades; las demandas son crecientes y permanentes y es lógico que así sea. Ahora mismo, en una 
reciente gira que hicimos por el norte -Paysandú, Guichón, Salto y en Vergara mismo, donde se realizó 
esta última reunión de Ministros con el señor Presidente- también fue habitual que realizáramos una 
enorme cantidad de entrevistas, la mayor parte de las cuales tienen que ver con la vivienda. Así, 
muchas de ellas estaban vinculadas a la aspiración de muchas pequeñas localidades para que nuevos 
conjuntos de MEVIR o unidades productivas se pudieran realizar en el menor plazo posible. 


Finalmente y para redondear el análisis del área de la vivienda, no puedo dejar de referirme a 
un conjunto de aspectos numéricos que me parecen de la mayor importancia. 


Esta Rendición de Cuentas contiene, como ya dijimos, importantes incrementos de crédito con 
destino a la vivienda popular. Se trata de $ 105:000.000 para el PIAI en este año 2007, y de 
$ 367:000.000 para el año 2009. Como las actuaciones en el rubro de la vivienda son complejas y de 
plazos prolongados, entre la decisión de hacer una vivienda y efectivamente terminarla, tenemos que 
llevar a cabo ciertos procedimientos licitatorios, que a veces son cuestionados por las distintas 
empresas. Debemos considerar también la construcción, que es un proceso que no se hace en un año 
y, menos aún, en 6 meses. Hay que tener en cuenta la complejidad y el tiempo entre las decisiones y 
las concreciones de las unidades de vivienda ya construidas para ser otorgadas a los beneficiarios 
directos. 


La aplicación de los recursos requiere una cuidadosa planificación que debimos realizar 
conjuntamente con el Ministerio de Economía y Finanzas, en oportunidad del presupuesto quinquenal. 
Por este motivo, el incremento de las inversiones para 2008 y 2009 ya estaba previsto en la 
mencionada norma. 


Durante el año 2007, los créditos presupuestales del Ministerio para el área de la vivienda se 
incrementarán en $ 640:000.000 respecto a los originariamente previstos para el Presupuesto 
Quinquenal. Seguramente, al culminar este año podremos decir que por primera vez en mucho tiempo, 
el gasto en vivienda del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente va a superar 
la recaudación del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización. Asimismo, se incluyen algunos 
artículos que permitirán el mejoramiento de la gestión. 


De esta forma culmina mi exposición acerca del primero de los cinco puntos que quisiera 
desarrollar, que es el que requiere mayor cuidado. 


Al principio dijimos que otro de los objetivos estratégicos de nuestra Cartera es la 
presentación al Parlamento, durante el año 2006, del proyecto de ley de Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial Sostenible y así lo hizo el Poder Ejecutivo, en setiembre de 2006. No vamos a abundar en los 
contenidos particulares del proyecto de ley que, tal como señalé anteriormente, está a consideración 
del Senado en este momento. Sin embargo, su importancia requiere que en esta instancia se haga una 
breve referencia al mismo. 


Debemos señalar que el ordenamiento territorial en nuestro país carece hasta el día de hoy 
de un marco legislativo específico, pese a que en 1990, con la promulgación de la Ley N* 16.112, que 
creó el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, se establece la voluntad del 
Estado de contar con políticas nacionales de ordenamiento territorial. 


El proyecto de ley de Ordenamiento y Desarrollo Territorial Sostenible apunta a la 
planificación, en particular para el desarrollo ambientalmente sustentable con equidad social a nivel 
regional y local, creando un conjunto de instrumentos de planificación que se localizan en los 
Gobiernos Departamentales y siendo las Intendencias las principales responsables de la existencia de 
planes de ordenamiento para el desarrollo sostenible. El Gobierno Central, obviamente, tendrá la 
responsabilidad de definir las grandes directrices de la política de ordenamiento para el territorio 
nacional. Realmente, se da a las Intendencias nuevos instrumentos y mayores posibilidades de 
dinamizar todo lo que consideren necesario para el mejoramiento de sus respectivos ámbitos 
territoriales y ambientales, obviamente, en las órbitas de su competencia. En este proyecto de ley, el 
Gobierno Nacional asume el apoyo, tanto financiero como técnico, para los procesos de planificación 
de las distintas Intendencias, si así lo deciden éstas. Obviamente, nadie está obligado a aceptarlo, pero 
consignemos que ese apoyo ya está parcialmente vigente al día de hoy. De pronto, vale la pena 
señalar algunos efectos. 


Durante el año 2006, la DINOT ha consolidado la línea de trabajo de cooperación con diversos 
Gobiernos Departamentales. Por ejemplo, planea designar Directores Urbanos para Melo y Río 
Branco. Con el departamento de Rocha se llevan a cabo las tareas de gestión de la ordenanza costera. 
Los señores Senadores se podrán imaginar la importancia que esto reviste, en general para toda la 
franja costera, debido a su importancia estratégica, económica y turística, por su valor paisajístico y 
ambiental, y por sus aspectos estéticos. Asimismo, se trabaja para el planeamiento de actuaciones en 
el Cabo Polonio y en la gestión del Plan de Excelencia de Punta del Diablo. 


En el departamento de Río Negro se avanzó en la formulación de la elaboración del plan para 
la microrregión de Fray Bentos. Creo que no vale la pena insistir ni ahondar en la importancia que esto 
reviste, desde múltiples puntos de vista. En Canelones se ha venido colaborando con la formulación 
del Plan de Ordenamiento Territorial para la Ciudad de la Costa y su microrregión y del Plan Urbano 
Territorial para la microrregión de las zonas de Progreso, Las Piedras y La Paz. Por su parte, en 
Soriano se ha trabajado en el proyecto de planes directores para las ciudades de Mercedes y Dolores, 
así como en la elaboración de la Ordenanza General de Desarrollo y Ordenamiento Territorial. En 
Florida se trabaja en el ajuste del denominado Plan de Desarrollo y Ordenamiento Territorial de la 
microrregión de la ciudad de Florida y la realización de un Plan de Ordenamiento para la ciudad de 


Sarandí Grande. En Paysandú se hace lo propio en la revisión del Plan de la ciudad de Paysandú, en 
la implementación del Plan de la ciudad de Quebracho y en la elaboración de planes para Casablanca 
y Guichón, así como en directrices de ordenamiento y desarrollo ambiental departamentales. En el 
caso de Artigas se está ajustando un convenio para la elaboración y planificación del ordenamiento 
para la ciudad capital y se está haciendo la revisión del Plan de Bella Unión, así como analizando 
estrategias departamentales de ordenamiento territorial. 


Con la Facultad de Arquitectura y las Intendencias Municipales de Treinta y Tres, Durazno, 
Florida y Cerro Largo se trabaja en la planificación territorial de la microrregión del Uruguay profundo, o 
sea, la zona que comprende los centros poblados de Cerro Chato, Valentines, Santa Clara de Olimar, 
Tupambeé y Arévalo. 


El proyecto de ley establece los principios rectores del ordenamiento y desarrollo territorial 
sostenible fundados en la concepción del país para su gente, generando mecanismos de solidaridad en 
la administración de los recursos del territorio como parte de una política pública para el desarrollo 
sostenible, reafirmando, insisto, la competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales en la 
delimitación del territorio mediante la categorización del suelo. Asimismo, se introduce el instituto para 
le equidistribución de las cargas y beneficios que derivan de los procesos de implementación de los 
instrumentos de actuación territorial y, al mismo tiempo, se dispone un sistema para la garantía de la 
sustentabilidad ambiental. Además, se regula la armonización de esta legislación territorial con el Plan 
Nacional de Vivienda, incorporando esta concepción en una visión integral del hábitat. 


Además de estos aspectos que tienen que ver con nuestra Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial, el tercer objetivo estratégico planteado por el Ministerio refiere al 
fortalecimiento de la planificación de la gestión y del control ambiental. Tampoco tengo que insistir 
demasiado en la importancia que reviste este punto y su relación con la credibilidad del país en los 
niveles nacional, regional e internacional. 


Desde su asunción, la actual administración redefinió la misión de la DINAMA asumiendo 
que ésta apuntaba a lograr una adecuada protección del ambiente propiciando el desarrollo sostenible 
a través de la generación y aplicación de instrumentos orientados a una mejora de la calidad de vida de 
la población y la conservación y uso ambientalmente responsable de los ecosistemas, coordinando la 
gestión ambiental de las entidades públicas y articulando con los distintos actores sociales. Esta es la 
cita textual que quería compartir con los señores Senadores. Se trata, entonces, de la protección 
ambiental en función del desarrollo sostenible, con la participación ciudadana como componente 
indisoluble de su gestión, marco sin el cual entendemos no se puede comprender el sentido de la 
gestión de la Dirección Nacional de Medio Ambiente. 


En el año 2006, la DINAMA otorgó un total de 132 autorizaciones ambientales previas, 
clasificó en total 161 proyectos y, por otra parte, se aprobaron 23 solicitudes de autorización de 
desague industrial. Para tener una idea del volumen de trabajo procesado por la DINAMA, resulta 
gráfico considerar que a lo largo del año circularon casi 9.000 expedientes. Estamos hablando de un 
Ministerio bastante acotado en el número de funcionarios, así como también lo era el número de 
técnicos y funcionarios que venía revistando en la Dirección Nacional de Medio Ambiente, a pesar de 
que se ha reforzado y se lo seguirá haciendo, como corresponde, con nuevos aportes y a través de los 
llamados correspondientes. 


Sin perjuicio de la actividad local, nuestro país -a través del Ministerio- es punto focal y 
responsable de una serie de tareas vinculadas con convenios y acuerdos internacionales que está 
comprometido a desarrollar, impulsar y cumplir. 


Con el denominado proyecto NIP, en el marco del Convenio de Estocolmo para el Control de 
Sustancias Químicas Peligrosas, se trabajó durante los últimos tres años, especificamente en el 
Uruguay, en la instrumentación del inventario, control y eliminación de estas sustancias en el país, 
esfuerzo que en el pasado año concluyó con éxito, aprobando el Poder Ejecutivo el llamado Plan de 
Implementación del Convenio de Estocolmo por Decreto N* 375 de ese mismo año. 


Luego de haber organizado y presidido la Primera Conferencia de las Partes del Convenio de 
Estocolmo -en el Uruguay, en Punta del Este, al poco tiempo de llegar al Gobierno, concretamente en 
mayo de 2005- me tocó representar a nuestro país en distintas instancias internacionales en calidad de 
Ministro. Me alegro de haberlo hecho, porque fue un reconocimiento explícito a la responsabilidad del 
Uruguay ante la defensa del ecosistema, la biodiversidad y la calidad de vida de la gente, y aclaro que 
no sólo nosotros nos consideramos país natural, sino que se nos ve de ese modo. Vale la pena señalar 
que, por aclamación, nos tocó presidir el Convenio de Estocolmo, el Convenio de Basilea y, además, la 
Conferencia Internacional de Dubai, lo que significó un respaldo clarísimo a nuestro país en momentos 
en que ya los acontecimientos conflictivos que todos conocemos estaban en proceso muy avanzado. 
La Conferencia Internacional de Dubai, con 1.500 representantes a nivel de todo el planeta, estuvo 
vinculada a la consideración de la gestión de productos químicos. Y créanme que el éxito obtenido - 
aspecto que fue resaltado por los participantes y, particularmente, por quien fue, hasta hace poco, el 
Director General del PNUMA, Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente- no fue por mérito 
propio, sino por los excelentes funcionarios que nos acompañaron, tanto del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, como del de Relaciones Exteriores, en una Conferencia- 
llevada adelante en Viena- que estuvo a punto de fracasar, como la anterior, respecto a esta gestión 
de productos químicos. Estamos orgullosos de que se nos haya reconocido de esa manera. Si bien no 
todas las delegaciones estaban dispuestas a votar al Uruguay, al momento de sufragar, acompañaron. 


Debemos destacar que la elección del Uruguay surgió a iniciativa de los países de América 
Latina y el Caribe, y se decidió por aclamación -tal como señalé anteriormente- del pleno de los países 
miembros de las Naciones Unidas. 


En otro orden de cosas, el artículo 15 de la Ley N* 18.046, que se aprobó en octubre del 
2006, habilita, en la Dirección Nacional de Medio Ambiente, el proyecto N* 745, denominado Plan 
Director de Residuos Sólidos de Montevideo y Área Metropolitana, otorgando al Ministerio la 
responsabilidad de la coordinación de su aplicación. En este marco, informamos que el sitio que se 
está considerando apto para la disposición final de residuos sólidos urbanos del área metropolitana y, 
en particular, de los residuos industriales, se encuentra en la zona de Empalme Olmos. Ya se 
establecieron las coordinaciones básicas y se continuaron los trabajos tendientes a estructurar un 
préstamo con el Banco Interamericano de Desarrollo, a los efectos de financiar el emprendimiento y 
sus actividades preparatorias, cuyas primeras etapas se concretarán -así lo esperamos- en este año 
2007. Obviamente, ya se hicieron varias reuniones con los vecinos y con las autoridades locales 
involucradas. Por otra parte, esto se ha llevado adelante con la coordinación respectiva de las 
Intendencias de San José, Canelones y Montevideo, y también con el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. 


La protección y conservación de la riqueza natural y la biodiversidad es notoriamente un 
mandato, y es fundamental para la Dirección Nacional de Medio Ambiente y para todo nuestro 
Ministerio. A pesar de su pequeño territorio, el Uruguay posee una muy interesante variedad de 
ambientes y, asociado a ello, una muy importante diversidad de especies. 


La estrategia es apuntar especialmente a aquellas regiones que se destacan ya sea por su 
singularidad, por su representatividad o por el riesgo de deterioro en que se encuentran. Si bien la ley 
que crea el Sistema Nacional de Áreas Protegidas es del año 2000, no fue sino hasta el 2005 que se 
reglamentó y, por ello, recién a partir de esa fecha se pudo comenzar a trabajar en su implementación. 
Desde la División de Áreas Protegidas, reforzada por el proyecto que con fondos internacionales del 
GEF -Fondo Global para el Medio Ambiente- se creó para estos efectos, la DINAMA ha dado los 
primeros pasos hacia la creación del denominado SNAP, Sistema Nacional de Áreas Protegidas. Así, la 
Comisión Nacional Asesora del Sistema, prevista por ley, ha funcionado regularmente. 


Quiero señalar que en todos los casos, tanto en vivienda como en ordenamiento territorial y en 
lo que tiene que ver con el medio ambiente, han funcionado las distintas Comisiones Técnicas 
Asesoras, en donde intervienen delegados del Congreso Nacional de Intendentes, de los ámbitos 
académicos, de las organizaciones no gubernamentales y de todos los ámbitos públicos que tienen 
vinculación con los respectivos programas. Este es un aspecto que omití señalar y que conviene que 
tengamos bien presente. 


Como decíamos, la Comisión Nacional Asesora del Sistema ha funcionado regularmente y ha 
recibido las primeras propuestas de zonas a incorporar al Sistema, por lo cual en varias de ellas se han 
realizado las audiencias públicas previstas en la ley. Son siete y vale la pena enumerarlas: Esteros de 
Farrapos y las islas del Río Uruguay en el departamento de Río Negro, Quebrada de los Cuervos en 
Treinta y Tres -ya firmamos, y la correspondiente decisión cuenta con la anuencia del señor 
Presidente- Valle del Lunarejo en Rivera -muy poco conocido para muchos uruguayos, pero 
extraordinariamente atractivo- Cerro Verde en Rocha, Chamangá en Flores, y Laguna de Rocha y 
Cabo Polonio, obviamente, en el departamento de Rocha. Se prevé que en el año 2007 muchas de las 
áreas que ya han tenido la audiencia pública ingresen a este Sistema Nacional de Áreas Protegidas y 
está ahora, a la firma del Poder Ejecutivo -como dije- el caso de la Quebrada de los Cuervos. 


Es en el marco de este importante conjunto de actividades que forman parte de la 
cotidianeidad del trabajo de la DINAMA, que se produce un proceso permanente de fortalecimiento de 
la gestión a través de varios aspectos, en primer lugar, de la contratación de recursos humanos, 
fundamentalmente para control de industrias y valoración de impacto ambiental. 


La actual Rendición de Cuentas establece una partida anual de $ 12:400.000 con 
ese destino, adicional a lo ya aplicado para contar con el personal calificado imprescindible para un 
país que desea y se pretende como uno de los que ostenta los mejores niveles de calidad ambiental. 
Vamos a decir la verdad: no siempre es fácil contar con los técnicos correspondientes. 
Desgraciadamente, para algunas de las competencias que exigen una calificación muy fuerte, los 
salarios públicos no siempre son los más atractivos para los ciudadanos uruguayos pero, a pesar de 
ello, la verdad es que contamos con un plantel muy atendible. Creo que mucha gente tiene el orgullo 
de pertenecer al sistema público y trabajar con un salario que incluso es menos atractivo que el de 
otros ámbitos del propio sector público -aunque parezca curioso- y, desde luego, que el del sector 
privado. Creo que vale la pena consignar este hecho y tenerlo en cuenta porque se trata de un proceso 
dinámico que no se termina en esta Rendición de Cuentas. De lo que se trata es de perfeccionar, 
mejorar y reforzar institucionalmente todos los ámbitos que forman parte de la credibilidad del Uruguay 
de hoy y del futuro. 


Otro punto a señalar relativo al reforzamiento, tiene que ver con la capacitación de los 
recursos humanos ya existentes. En este sentido, los funcionarios de la DINAMA participaron en cursos 
organizados por la UNIT; se realizaron diversas jornadas técnicas en el país con especialistas 
internacionales y se dictaron cursos de capacitación en Finlandia y en Japón. 


Asimismo, queremos remarcar lo relativo a la mejora de las infraestructuras técnicas 
disponibles que se reflejó en la actualización y ampliación del equipo de laboratorio de la DINAMA. En 
este sentido, podemos decir que las obras todavía están en ejecución, se va a inaugurar un nuevo 
laboratorio en Fray Bentos y existe un convenio que posibilita trabajar con toda la capacidad de 
análisis instalada en el país en diferentes laboratorios -tanto públicos como privados- creando una red 
de laboratorios ambientales. Es en esta dirección que estamos terminando las últimas etapas de 
concreción de un proyecto con financiación del Banco Interamericano de Desarrollo para el 
fortalecimiento de la gestión ambiental y el diseño de un nuevo sistema nacional relativo a este tema. 
El objetivo de este programa -que tiene un costo estimado de US$ 7:000.000- es contribuir a una 
gestión ambiental eficiente, orientada a garantizar la calidad ambiental y la credibilidad del país a nivel 
regional e internacional. 


Finalmente, referente a este capítulo, no podemos dejar de destacar tres aspectos 
contenidos en la Rendición de Cuentas. El primero es el incremento en US$ 500.000 anuales de los 
rubros presupuestales destinados a la mejora de gestión, lo que complementa la autorización ya 
otorgada de otros US$ 800.000 en la última Rendición de Cuentas. Esta nueva cifra permitirá 
el refuerzo de los recursos humanos de la DINAMA, no solo para trabajar en el proyecto sino también 
para fortalecer el funcionamiento de los sectores de control, evaluación de impacto y calidad 
ambiental. Estimamos -y esperamos que sea así- que gracias a esos créditos podremos contar con 
alrededor de treinta técnicos con salarios de mercado. 


Otro aspecto que queremos subrayar, porque consideramos importante, es la autorización 
que se le concede al Poder Ejecutivo para reglamentar la exclusividad laboral de los funcionarios 


involucrados en el control y evaluación del impacto ambiental. Creemos que esta es una herramienta 
imprescindible para la conformación de un nuevo sistema nacional ambiental y de una institución seria, 
eficiente, capaz de contar con los mejores técnicos y asegurar simultáneamente su profesionalidad e 
independencia de criterio. Debemos tener en cuenta que hay inversiones que son verdaderamente 
muy importantes y a veces su viabilidad depende del criterio serio, responsable e independiente del 
sector público y, más concretamente, de los funcionarios especializados en este ámbito. 


En cuanto al aspecto del reforzamiento institucional también queremos señalar el importante 
esfuerzo que en este período se ha realizado en relación con los fondos disponibles por la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente. Frente a los $ 29:000.000 asignados para los Presupuestos de los años 
2004 y 2005, a partir del 2008 la DINAMA contará con una cifra que alcanza a los $ 78:000.000, 
multiplicando por 2,6 el Presupuesto del inicio del período. Ello demuestra no sólo el esfuerzo 
presupuestal, sino fundamentalmente la importancia que el tema tiene para nuestro Gobierno y, en 
particular, para nuestra Cartera. 


Para finalizar las consideraciones sobre esta Rendición de Cuentas, no podemos dejar de 
referirnos a las acciones vinculadas a la implementación del mandato constitucional establecido en el 
artículo 47, relativo "a" los recursos hídricos, el agua potable y el saneamiento. El 1? de enero de 2006 
se creó la Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento, que a partir del 1 de enero de 2007 se 
transformó en una unidad ejecutora del Ministerio. 


En estos últimos 18 meses el esfuerzo del Ministerio ha estado dirigido en varios sentidos. 


Por un lado, se ha querido fortalecer a la DINASA -Dirección Nacional de Agua y 
Saneamiento- como organismo encargado de formular las políticas nacionales de agua y saneamiento 
en atención a las bases dispuestas en el artículo 47 de la Constitución reformada. 


Otro punto es el que tiene que ver con el fomento a la participación de la sociedad civil. En 
ese sentido, luego de varias reuniones preparatorias, el 15 de noviembre de 2006 el Poder Ejecutivo 
dictó el decreto de reglamentación del funcionamiento de la llamada COASAS, Comisión Asesora de 
Aguas y Saneamiento. 


Un tercer punto a señalar es la coordinación interinstitucional. En su carta, la DINASA ha 
impulsado la creación del grupo de trabajo agua-ambiente-salud -integrado también por la DINAMA, la 
OSE, el Ministerio de Salud Pública y la URSEA- para dar tratamiento a denuncias relacionadas con la 
salud y los servicios de agua y saneamiento. Es un grupo permanente de la COASAS que incorpora a 
otros actores a efectos de su inclusión en las políticas sociales del MIDES. 


También, a su iniciativa, se creó la Subcomisión de Aguas en la Comisión Sectorial de 
Descentralización -que funciona en la órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto- con el 
objetivo de acompasar la asignación de recursos a las Intendencias Municipales con las políticas del 
sector. 


Un cuarto punto se refiere a la planificación como herramienta de gestión técnica. Las 
actividades de la DINASA se centraron en la instrumentación de dos grandes metas: el establecimiento 
de un Plan Nacional de Agua Potable y Saneamiento con el objetivo de alcanzar la universalización del 
acceso al agua potable y al saneamiento y la creación de un Plan Nacional de Recursos Hídricos como 
herramienta de instrumentación de los objetivos de gestión integrada y participativa. Esta Rendición de 
Cuentas contiene una asignación presupuestal dirigida a la concreción de ese Plan Nacional de Agua 
Potable y Saneamiento, mientras que con financiamiento del Banco Mundial se tramita la concreción 
del Plan Nacional de Recursos Hídricos. 


El quinto punto a tener en cuenta es la recuperación de los servicios de agua y saneamiento, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 citado. En este caso, el papel protagónico lo tuvo la OSE, 
que durante el 2006 logró que comenzara a funcionar regularmente su unidad de gestión 
desconcentrada en el departamento de Maldonado, dando inicio inmediato a un plan de inversiones 
que permitió extender la red de agua y saneamiento en el área de influencia con una inversión del 


orden de los US$ 5:000.000 y la confección de los planes y proyectos necesarios para la realización de 
una inversión de US$ 80:000.000 en el quinquenio. A su vez, se adquirió el 60% del paquete accionario 
de la empresa “Aguas de la Costa”, lo que permitió la unificación de las tarifas, que era una de las 
demandas más esperadas por la población involucrada. El incremento patrimonial de OSE, como 
consecuencia de estas operaciones, ronda los US$ 18:000.000. Asimismo, se han adquirido los bienes 
e instalaciones de la empresa denominada Tarse Sociedad Anónima, concretamente, Aguas del Pinar. 
Dicha adquisición abarca, aproximadamente, unas 5.800 conexiones, asumiendo los servicios el ente 
público el 28 de diciembre de 2006. De esta forma, el cien por ciento del abastecimiento de agua 
potable y saneamiento que se encontraba en manos de empresas con fines de lucro, hoy está bajo el 
control de la empresta estatal, en estricto cumplimiento de la voluntad ciudadana. 


Culminados los trámites legales y administrativos relativos a las oposiciones que presentaron 
un conjunto de pequeñas empresas prestadoras del servicio de suministro de agua potable, por 
resolución ministerial de diciembre de 2006, se estableció que dichos servicios deberán ser asumidos 
por OSE, cometiéndose a la empresa estatal las acciones y operaciones materiales necesarias para 
ello. 


La Rendición de Cuentas contiene un artículo que permite a OSE conformar empresas o 
consorcios con la Corporación Nacional para el Desarrollo o con las Intendencias Municipales. Esta 
disposición permitirá a la empresa pública incrementar sus niveles de inversión, facilitando la inversión 
privada en obras, pero dejando estrictamente su operación en manos de la empresa estatal. En el 
horizonte más próximo, este instrumento facilitará las obras de infraestructura en Canelones y 
Maldonado e, indirectamente, permitirá liberar los cupos de inversión en otros departamentos del país 
que así lo requieran. 


Además, esta Rendición de Cuentas contiene algunos artículos que, más allá de las 
modificaciones generales, afectan particularmente al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. Asimismo, creemos que éstas van en la dirección de lo que hemos llamado reforma 
democrática del Estado, lo cual aspiramos a lograr en el menor plazo posible. 


Era cuanto quería manifestar y nos ponemos a disposición de los señores Senadores para 
contestar cualquier inquietud. 


SEÑOR ANTIA.- En cuanto al programa de regularización de asentamientos, quisiera saber qué se 
está previendo como modificaciones en el convenio del Gobierno con el BID para el próximo programa. 
No recuerdo si dijeron que eran US$ 35:000.000 o US$ 135:000.000. 


SEÑOR MINISTRO.- Hablamos de US$ 225:000.000. 


SEÑOR ANTIA.- Me gustaría conocer cuáles son las modificaciones que están planteadas en el nuevo 
convenio, porque eso es importante para definir algunas dificultades que tenemos actualmente. 


SEÑOR MINISTRO.- Para contestar la interrogante del señor Senador, voy a ceder el uso de la palabra 
a la señora Delia Rodríguez. 


SEÑORA RODRIGUEZ.- El monto del nuevo préstamo es de US$ 225:000.000 -cifra que, como bien 
decía el señor Ministro, se está negociando con el BID- y tiene un plazo de 15 años. Según los 
estudios realizados previamente a esta nueva negociación, vemos una clara preponderancia de las 
ocupaciones de tierras y de asentamientos de Montevideo en el área metropolitana. Este monto será 
dividido en tres períodos de cinco años, con inversiones de US$ 75:000.000. Y la 
modificación en la forma de trabajar del nuevo programa es ocuparse de áreas precarizadas, más allá 
del asentamiento específico, tal como estaba planteado en este programa. O sea, ir desde los 
asentamientos hacia el área de intervención. Muchas veces, por una cuestión de justicia, la propia 
población señala que a pesar de tener la misma precariedad y pobreza que los asentados, carecen de 
algunos servicios. Por eso entendimos que era verdaderamente equitativo e integrador realizar este 
programa interviniendo no sólo con obras, sino también con un fuerte componente de desarrollo de 
trabajo social, no específicamente en los asentamientos, sino en el área de intervención. Como saben 


los señores Senadores, todos los asentamientos, tanto en Montevideo como en el interior del país, se 
ubican en la periferia de las ciudades o en las áreas más alejadas y, entonces, las condiciones de vida 
de la población que habita esa zona, más allá del asentamiento, es muy similar si hablamos de la 
situación económica. El cambio más grande sería ese, o sea, trabajar en otras zonas, más que en el 
asentamiento específico, con los mismos componentes con los que se trabajó hasta ahora, es decir, 
servicios de infraestructura básica en redes, en general, y equipamiento social y comunitario. 
Asimismo, estamos tratando de abordar situaciones que hasta ahora no se habían podido contemplar, 
como es el caso de los asentamientos que están en zonas no regularizables. Estamos trabajando en 
este tema con el BID y el 20 de agosto llega una nueva misión con la que iremos afinando el tema 
relativo a los distintos componentes. 


SEÑOR ANTIA.- Estaríamos hablando de que el nuevo programa no alcanzaría para las 50.000 
soluciones de los asentamientos que existen en el país. Digo esto porque los US$ 225:000.000 
tendríamos que repartirlos entre 50.000, más los barrios. Entonces, no podríamos resolver el total de 
los problemas que tendríamos hoy. 


Una de las mayores trabas que tenía el programa anterior -no sé si se está trabajando en 
eso- era que sólo eran pasibles de acceder aquellos asentamientos que estaban sobre área fiscal o 
pública, y quedaban excluidos los que se localizaban sobre áreas privadas. ¿En el nuevo convenio ese 
escollo va a estar resuelto? ¿Ese tema va a estar en la agenda de discusión? Eso es fundamental 
porque en mi departamento, que es uno de los que tiene o tenía los más altos índices de 
asentamientos, una de las dificultades que teníamos era que los viejos asentamientos no podían ser 
integrados al PIAE. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera ceder el uso de la palabra al Director de Ordenamiento Territorial, 
arquitecto Villarmarzo. 


SEÑOR VILLARMARZO.- El nuevo esquema de actuación que relataba la compañera Rodríguez, 
implica la actuación por áreas territoriales mediante la planificación, o sea, la determinación de 
polígonos territoriales de actuación en las zonas urbanas, para su mejoramiento, en las cuales pueden 
existir -en general, existen- asentamientos irregulares. Esto supone mecanismos de mejora, no 
necesariamente total, en una primera instancia, sino progresiva, con proyectos sucesivos en las 
mismas áreas. De acuerdo con lo que ha sucedido en la primera edición del Programa, en general se 
trata de asentamientos localizados en suelos irregulares, con condiciones de elegibilidad -de acuerdo 
con el primer programa- es decir que cuentan con una cierta antigúedad -anteriores al año 1996- que 
tienen un número máximo de familias a reasentar, que están en un área urbana, según las normativas 
departamentales aplicables, que no se encuentran en áreas inundables o con otras dificultades 
ambientales, que poseen regularidad en su titulación y son de dominio público, ya sea de la 
Intendencia Municipal o del Estado. Esto hace que, muchas veces, los trabajos se hagan en zonas de 
viviendas precarias o asentamientos irregulares, pero no tan precarias como el entorno; en ocasiones, 
se trata de entornos con regularidad dominial. Sucede en barrios humildes de las ciudades que no 
acceden a saneamiento, alumbrado o pavimento con cordón cuneta y, en medio de ellos, puede haber 
un asentamiento que sí logra, como producto de este proyecto, una mejora muy sustancial, superior a 
la del entorno que lo rodea. Entonces, lo que se busca en esta nueva etapa es delimitar áreas de 
actuación y elevar la calidad de vida urbana del conjunto, y no exclusivamente del asentamiento 
elegido. Para ello es necesario hacer planes que tienen que enfrentar los Gobiernos Departamentales, 
a los que el Ministerio, a través de los mecanismos presupuestales o extrapresupuestales del préstamo 
que se está tramitando, podrá apoyar en su realización y, luego, en su implementación a través de 
obras. Allí, una de las claves es el trabajo social, como sucede en este primer programa, en la mejora 
de las condiciones sociales del entorno de intervención. En esta situación también puede haber - 
porque los hay- asentamientos en terrenos privados; en realidad, la mayoría está en terrenos 
municipales, de empresas públicas o del Estado. Para los casos de predios privados hay diversos 
mecanismos posibles de actuación y uno de ellos es el de solicitud de autorización al Juez para entrar 
y hacer mejoras, pero la solución definitiva de la regularización puede provenir, como 
tradicionalmente se ha hecho -hasta ahora era el único instrumento que existía- de la 
expropiación, aunque también está prevista la utilización de la prescripción y la reducción del tiempo de 
prescripción dominial, incluida en el proyecto de ley de ordenamiento territorial a consideración del 
Senado en estos momentos. Por un lado, esto busca solucionar los temas pendientes y, al mismo 
tiempo, generar una nueva cultura -para los dueños- de defensa de la propiedad. No olvidemos que de 


acuerdo con los trabajos académicos existentes, la mayoría de los asentamientos irregulares 
producidos en los últimos quince años están originados en la tolerancia o la participación activa de los 
propietarios que, de este modo, ven mejorado el valor de sus tierras al ser ocupadas. Lo que se busca, 
entonces, es estimular la actuación del propietario en estos casos para que defienda su propiedad 
frente a los intrusos y, al mismo tiempo, en este proyecto de ley se generan mecanismos para dar 
facultades de policía territorial a los gobiernos departamentales -ya que hoy no la tienen- y de acción 
frente a la Justicia, a los Tribunales, para impedir la ocupación irregular de predios fuera del plan. 


SEÑOR ANTIA.- ¿Se incluye algún fondo para expropiaciones y para ir resolviendo temas puntuales? 


SEÑOR ALTAMIRANO.- En el tema de los recursos, y comparado con la demanda, creo que falta 
sumar algunos elementos que aporta la Dirección Nacional de Vivienda a través del Fondo Nacional de 
Vivienda. Es decir que no todos los asentamientos son regularizables y muchos de los que no pueden 
serlo también se deben incorporar a los fondos, a las regularizaciones o realojos totales que puede 
llegar a hacer la Dirección Nacional de Vivienda. Esto también se ubica en un marco temporal, similar a 
los recursos que se están aludiendo. 


Por lo tanto, cuando hablamos de los 225:000.000, también va a haber que programar, en 
esos quince años, situaciones de emergencia -por inundaciones, etcétera- de asentamientos que no 
son regularizables y que van a ir contra los recursos del Fondo Nacional de Vivienda. Entonces, hoy no 
podríamos establecer esa cuenta que el señor Senador planteaba. 


Obviamente, cuando se necesita recurrir a expropiaciones, los recursos en general provienen 
del Fondo Nacional de Vivienda si es justificable apelar a esa situación. Es decir que no sólo estamos 
hablando de los 225:000.000, que serían para aquellos elegibles en los próximos quince años, 
definidos en una nueva misión, sino que también la DINAVI y el Fondo Nacional de Vivienda van a 
tener competencia en aquellos casos de asentamientos que no queden en elegibilidad para los 
próximos quince años y en los que también va a haber que intervenir. Se presupone que de estas 
50.000 familias hay alrededor de un 10% que no son regularizables y que son una demanda propia de 
la Dirección Nacional de Vivienda a través del Fondo Nacional de Vivienda. Y también hay otra 
cantidad de orientales que viven en zonas con propiedad pero inundables. En este caso también va a 
haber que programar, como nos pasó en Durazno, en Treinta y Tres y en Mercedes. Incluso, muchos 
de los afectados son propietarios, porque son lugares donde se fraccionó, etcétera. 


SEÑOR LONG.- Ante todo quiero saludar a la delegación, porque al señor Ministro, al señor 
Subsecretario y algunos de quienes los acompañan ya los había saludado. 


En concreto, quiero realizar una pregunta con respecto a uno de los temas que abordó el 
señor Ministro: la disposición final de los residuos de la zona metropolitana. Nosotros hemos recibido 
visitas de diversas delegaciones de vecinos -incluso, fuimos invitados en alguna ocasión a visitar ín situ 
el lugar- y se ha generado una inquietud importante en la zona. Todos sabemos que es un tema de 
difícil solución, pero obviamente nos preocupa. Entonces, quisiera solicitar que me enviaran toda la 
información disponible y compartible sobre el tema, porque creo que es importante tener de primera 
mano la evaluación de las autoridades al respecto. A la vez, me gustaría saber cuáles son las acciones 
previstas con relación a los vecinos, porque me parece importante que puedan, de alguna manera, 
formar parte de este tema. Conozco vecinos de la usina de Felipe Cardozo, que después empezó a 
crecer y a tener otra magnitud, y eso les generó una situación a veces compleja. Entonces, creo que 
sería importante saber qué se está pensando para integrar a los vecinos a este tema. Sé que ha 
habido reuniones, tal como lo dijo el señor Ministro, pero me gustaría tener más información al 
respecto; además, agradecería que me enviaran toda la información escrita posible. 


SEÑOR MINISTRO..- Efectivamente ha habido reuniones donde han participado, incluso, Intendentes; 
en una de ellas estuvo un representante de la Intendencia Municipal de San José -creo que era el 
Secretario General- el Intendente Municipal de Canelones y también integrantes de la Intendencia 
Municipal de Montevideo. Pero de todas maneras, señora Presidenta, creo que la persona más 
adecuada para responder a la consulta del señor Senador podría ser nuestra Directora Nacional de 
Medio Ambiente, la ingeniera Alicia Torres. 


SEÑORA TORRES.- Quería responder sobre dos inquietudes. 


Por supuesto que, con respecto al envío de información, vamos a elaborar un dossier a los 
efectos de hacerle llegar todos los datos de los que disponemos hasta ahora. 


Con respecto a lo que han sido las acciones con relación a los vecinos, sin duda que toda 
esta estrategia de trabajo, de instalar un sitio de disposición final manejado adecuadamente desde el 
punto de vista ambiental y que dé solución al tema de la disposición de los residuos urbanos -y también 
de los industriales, ya que hoy en el país no existe una solución a este respecto- es una preocupación 
que tenemos. 


Por esa misma razón es que tempranamente, y antes de tener un proyecto ejecutivo, se fue a 
informar en la localidad cuál era nuestra idea y ahí se analizó la información relevada hasta el 
momento, así como la necesidad de completar unos estudios con mayor descripción y a escala local, 
acerca de la situación de ese lugar y de su entorno. 


Por eso hemos concretado un convenio con la Facultad de Agronomía -que en estos 
momentos está en ejecución- que va a brindar información para, en definitiva, llegar a la toma de la 
decisión final y poder encarar lo que sería la etapa del proyecto ejecutivo. 


Por otra parte, y como ya fuera informado por el señor Ministro, también se han llevado a 
cabo gestiones con el Banco Interamericano de Desarrollo para poder fortalecer todas las capacidades 
y llevar adelante este ambicioso proyecto de trabajo de los Gobiernos Departamentales con el 
Gobierno Nacional. 


SEÑOR ANTIA.- Quería preguntar cuál ha sido el informe de la Dirección Nacional de Medio Ambiente 
con respecto al puerto de Puntas del Chileno, en Maldonado, que se ha publicitado en estos días. 


SEÑORA TORRES.- El proyecto de Puntas del Chileno ha estado en una primera consideración 
general por nuestra parte, pero aún no está en la etapa que, dentro del procedimiento de impacto 
ambiental, se denomina como comunicación del proyecto. Los proponentes aún no han hecho esa 
comunicación a la Dirección Nacional de Medio Ambiente, a partir de la cual empieza el procedimiento 
administrativo que culmina con la clasificación del proyecto y luego, si ellos presentan el estudio de 
impacto ambiental, con la autorización ambiental previa. 


En definitiva, podemos decir que ha habido esa presentación pública que, por supuesto, 
nosotros recibimos, y también hemos formulado comentarios generales. 


Si se quiere complementar esta información, puedo ceder el uso de la palabra al señor 
Director de Ordenamiento Territorial, quien también fue parte de esos estudios preliminares o 
comentarios generales que hemos hecho desde el Ministerio. 


SEÑOR VILLARMARZO.- Con la legislación actualmente aplicable, la situación es tal cual la plantea la 
señora Directora Alicia Torres. El pronunciamiento de nuestro Ministerio es a través de la comunicación 
ambiental, una vez que está en marcha el proyecto. 


En la etapa actual -que es una aplicación de la legislación, de la normativa respecto al 
derecho de iniciativa- lo que ha habido es una consulta del Ministerio de Transporte y Obras Públicas al 
nuestro para la formulación de los documentos, de los pliegos del llamado a licitación y hemos 
intervenido apoyando este trabajo. 


Lo que quería destacar es que, justamente, en el proyecto de ley de ordenamiento territorial 
que está a consideración del Parlamento, se genera un nuevo instrumento que permite la intervención 
de las consideraciones ambientales en etapas mucho más tempranas, tanto en la formulación de 
políticas en el territorio, como en los planes y en los programas de actuación antes de que haya 
proyectos. Me refiero a la evaluación ambiental estratégica, que es la aplicación de estudios de los 


posibles impactos territoriales, de las alternativas de impacto y del balance de cargas y beneficios en el 
ambiente, en las etapas de formulación de políticas y de planificación del territorio. En este caso -y en 
otros- como esa legislación no está vigente, estamos haciendo cosas similares en apoyo de quien debe 
tomar decisiones. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y a su equipo su comparecencia en nuestra Comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 40 minutos) 


Linea del vie de náaina 
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